
 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

Señor. 

JUEZ SEXTO (6) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES. 

Dra. BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co 
cgomezd@procuraduria.gov.co   
manizaleslopezquintero@gmail.com  
Correo 

E. S. D. 

  

 
 Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 

 Radicado:  17001333900620210011300  

 Demandante:  ROCIO ROSERO  HERNANDEZ 

 Demandados:  LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –   

    FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

Ref.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.  
 

 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, 

abogada en ejercicio, actuando en calidad de apoderada sustituta de LA NACIÓN – 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO, conforme al poder especial otorgado por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA 

RIOS, apoderado general de la entidad, tal y como consta en la escritura pública No. 522 

del 28 de Marzo del 2019, protocolizada en la Notaría Treinta y Cuatro del Círculo Notarial 

de Bogotá D.C; por medio de la presente escrito, respetuosamente acudo a su H. despacho 

para presentar CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA dentro del proceso de la referencia en los 

siguientes términos: 
 

 
 

I. A LAS PRETENSIONES. 
 

Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones solicitadas en la 

demanda, sus declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos de derecho, 

debiéndose absolver a LA NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo. 
 

A LA DECLARATIVA 
 

PRIMERO: ME OPONGO a la declaratoria de nulidad del acto FICTO configurado frente a la 

petición presentada el 15 de marzo de 2021, por cuanto la negativa del entidad se ajusta 

a la normatividad vigente, tal y como se razonara posteriormente en la defensa técnica de 

la entidad. 
 

SEGUNDO: ME OPONGO a la declaratoria DE LA PENSION DE JUBILACION POR APORTES, por 

cuanto la negativa del entidad se ajusta a la normatividad vigente, tal y como se razonara 

posteriormente en la defensa técnica de la entidad. 
 

A LAS CONDENATORIAS.  
 

PRIMERO: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG) a 

reconocer y pagar pensión por aportes a la señora  GLORIA ELENA ARIAS RIOS. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 

SEGUNDA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 
 

TERCERA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 
 

CUARTA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 
 

QUINTA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 
 

SEXTA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 
 

SEPTIMA: ME OPONGO a que se condene a la NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-  (FOMAG). 

 
 

I. A LOS HECHOS. 

 
 

PRIMERO: Es cierto conforme a la documental aportada en la demanda. 
 

SEGUNDO. Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 

motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las 

partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho 

de sus afirmaciones. 
 

TERCERO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 

motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las 

partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho 

de sus afirmaciones. 
 

CUARTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 

afirmaciones. 
 

QUINTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 

afirmaciones. 
 

SEXTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 

afirmaciones. 
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

SEPTIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 

probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 

afirmaciones. 
 

OCTAVO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 

motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las 

partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ellas persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho 

de sus afirmaciones. 
 

 

II. FUNDAMENTOS Y RAZONES JURIDICAS DE LA DEFENSA TÉCNICA.  

 

DEL RÉGIMEN DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN. 

 

Sea lo primero señalar que, LA NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO debe sujetarse a lo determinado 

por la Ley para la expedición de actos administrativos que traten temas de reconocimiento 

pensional o prestacional, pues los mismos son expedidos bajo los parámetros de la Ley 91 

de 1989, por la cual se creó el precitado fondo y, señaló que los docentes en materia 

prestacional se regirían por las disposiciones ahí señaladas, las cuales se resumen de la 

siguiente manera: 

 

Los docentes nacionalizados que se vincularon hasta el 31 de diciembre de 1989, 

mantendrían el régimen que han venido gozando en cada entidad territorial, de 

conformidad con las normas vigentes; y los nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. 

de enero de 1990, se regularían  por las disposiciones vigentes aplicables a los empleados 

públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045  de 1978, o que se 

expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en dicha ley. 

 

Por otra parte, la Ley 812 de 2003, mediante la cual se aprueba el Plan Nacional de 

Desarrollo 2003-2006, en su artículo 81 dispuso: 

 

  “(…) El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 

pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma 

distribución que exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos 

recursos la hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones”. 

 

Así pues, el Decreto 2341 de 2003, a través del cual se reglamentó de forma parcial el 

precitado artículo, estableció en su artículo 2º que, el ingreso base de cotización de los 

docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

correspondería al establecido en el Decreto 1158 de 1994 y las normas que lo modifiquen o 

adicionen, veamos:  

 

“(…) El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones 

de los servidores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes 

factores:  

a) La asignación básica mensual;   



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

b) Los gastos de representación;  

c) La prima técnica, cuando sea factor de salario;  

d) Las primas de antigüedad, ascensional y de capacitación cuando sean factor de salario.  

e) La remuneración por trabajo dominical o festivo;  

f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 

nocturna;  

g)  La bonificación por servicios prestados (…) 

 

De esta misma manera, el Decreto 3752 de 2003, también reglamenta, entre otras normas, 

el artículo 81 de la Ley 812 del mismo año, e indica:  

 

“Artículo 3o. Ingreso Base de Cotización  y liquidación de prestaciones sociales. La base de 

liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición 

de la Ley 812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, no podrá ser diferente a la base de cotización sobre 

la cual realiza aportes el docente 

(...)  

 

Artículo 9°.Monto total de aportes al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

El cálculo del valor de nómina proyectado, con el cual se establecen los aportes de ley, se 

obtendrá de acuerdo con el ingreso base de cotización de los docentes y según el grado 

en el escalafón en el que fueron reportados; los incrementos salariales decretados por el 

Gobierno Nacional y; un incremento por el impacto de los ascensos en el escalafón, según 

los criterios definidos en la Ley 715 de 2001. Dicha información será generada por la 

sociedad fiduciaria administradora de los recursos del Fondo, discriminada por entidad 

territorial y por concepto…”  

 

De conformidad con lo que disponen las Leyes 6ª de 1945, 33 de 1985, 71 de 1988 y 91 de 

1989, así como los Decretos 1160 de 1989 y 3752 de 2003 para el reconocimiento de la 

pensión ordinaria de jubilación los docentes deben cumplir con los requisitos de edad y 

tiempo de servicios, y de este modo adquieren el estatus de pensionados y en 

consecuencia el derecho a devengar una mesada pensional equivalente al 75% del 

promedio de los factores salariales devengados en el último año de servicios anterior a la 

fecha de estatus.  

 

En cuanto a la pensión por aportes se tiene que, de conformidad a la normatividad 

aplicable  Art. 7 de la ley 71 de 1988, Decreto 1160 de 1989, Decreto 2709 de 1994, Decreto 

3752 del 2003, el derecho le asiste a todo docente que acredite en cualquier tiempo veinte 

años o  más de cotizaciones o aportes continuos o discontinuos en el Instituto de Seguros 

Sociales y en uno o varias entidades de previsión social del sector público, Será equivalente 

al 75% del promedio de los factores salariales devengados el año anterior al status. No se 

computará en esta pensión el tiempo laborado en Empresas privadas no afiliadas al Instituto 

de Seguros Sociales. Para los docentes afiliados al Fondo, esta es la única pensión que 

permite computar tiempos cotizados al ISS.  

 

DEL RÉGIMEN PENSIONAL DE PRIMA MEDIA - AFILIADOS FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

 

Es preciso señalar que, es la ley 812 de 2003 la que en su artículo 81 dispuso que, el régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encontraran 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

vinculados al servicio público educativo oficial, correspondería al establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de dicha ley, 

y que quienes se vincularan a partir de su entrada en vigencia, serian afiliados al FOMAG 

con los derechos pensionales del régimen de prima media señalado en las Leyes 100 de 

1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en ellas, con excepción de la edad de 

pensión de vejez que sería de 57 años para hombres y mujeres, es decir la incorporación de 

este sector de servidores al sistema general de pensiones, surgió a partir de la expedición 

de la Ley 812 de 2003. 

 

Al respecto, el Tribunal de cierre de la Jurisdicción Contencioso Administrativa ha previsto 

lo siguiente, veamos:  

 

“De conformidad con el artículo 81 de la Ley 812 de 20037, las personas vinculadas 

al servicio educativo a partir de la entrada en vigencia de esta norma, se 

encuentran amparadas por el régimen pensional de prima media contemplado en 

las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003”. 

 

Por su parte, a los docentes vinculados con anterioridad a esta ley se les aplican las 

disposiciones anteriores. Este mandato fue ratificado por el parágrafo transitorio 1 del Acto 

Legislativo 001 de 2005, así: 

 

“Parágrafo transitorio 1. El régimen pensional de los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el 

establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad 

a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 

de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia 

de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 

Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003.”  
 

Teniendo en cuenta lo anterior, se evidencia la vinculación del docente se efectuó el 18 de 

julio del año 2005, razón por la cual se le deben aplicar las disposiciones establecidas en la 

Ley 812 de 2003 el cual establece lo siguiente. 

 

 ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 

encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el 

Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la 

presente ley. 
Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán 

afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los 

derechos pensionales del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 

100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad 

de pensión de vejez que será de 57 años para hombres y mujeres. 

 

Teniendo en cuenta la normatividad y argumentos esbozados con anterioridad se llega a 

la conclusión que al demandante, le son aplicables los preceptos establecidos en la Ley 

100 de 1993 y Ley 797 de 2003. Que establece. 

 

LEY 797 DE 2003. ARTÍCULO 9o. El artículo 33 de la Ley 100 de 1993 quedará así: 

Artículo 33. Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener el derecho a la Pensión 

de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones: 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años si 

es hombre. 

A partir del 1o. de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) 

años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre. 

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. 

A partir del 1o. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 y a 

partir  del 1o.de enero de 2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 

semanas en el año 2015. 

 

III. MEDIOS EXCEPTIVOS.  

 

Me permito proponer las siguientes:  

 

A. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN.  

 

Se propone como medio exceptivo, en consideración a que, la Entidad que represento no 

ha actuado con el fin de atentar en contra los derechos laborales de la demandante, por 

el contrario los mismos se encuentran debidamente satisfechos y así como tampoco se han 

violado las disposiciones incoadas por la parte actora, no puede alegarse error o 

inaplicación de la ley, por lo que no resulta viable el reconocimiento y pago de una pensión 

de jubilación sin haber cumplido el lleno de los requisitos.   

 

B. LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO EXPEDIDO 

 

Teniendo en cuenta los argumentos expuestos en el acápite de fundamentos de derecho,  

la resolución 3602 del 19 de junio de 2019 ostenta la presunción de legalidad con la que 

cuentan todos los actos administrativos, pues la parte actora no demostró que dicha 

resolución carezca de dicha legalidad toda vez que:  

 

i. Fue expedido por la autoridad competente 

ii. Su expedición resuelve de manera particular una solicitud  del solicitante  

iii. Se ajusta a la ley  

iv. Fue notificado de manera correcta a la persona interesada 

 

Teniendo en cuenta a lo anterior, no se demuestra que la resolución 3602 del 19 de junio de 

2019  incurra en ilegalidad alguna pues el análisis de la prestación solicitada se realizó 

conforme a la ley. 

 

C. GENERICA 

 

Solicito a su Señoría que, si en el transcurso del trámite procesal resultan probados hechos 

que configuren una excepción previa, sea declarada de oficio al momento de proferir fallo, 

tal y como lo prevé el numeral 6° del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 

 

V. PETICIONES. 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, respetuosamente solicito a su H. 

despacho, que previo el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones 

y condenas. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

PRIMERO.    Declarar probada las excepciones propuestas por tener vocación de 

prosperidad.  
 

SEGUNDO.   Como consecuencia de lo anterior, ordenar el archivo del expediente.  
 

TERCERO.     Condenar en costas judiciales y agencias en derecho a la parte actora. 
 

IV.  MEDIOS DE PRUEBA 

 

DOCUMENTALES 
 

De la manera más respetuosa solicito al despacho tenga como pruebas las aportadas en 

el libelo de la demanda.  

 

V.  ANEXOS. 

 

1. Sustitución de poder a mi conferido. 

2. Copia de escritura pública No. 522 del año 2019.   

 

VIII.  NOTIFICACIONES. 
 

La Nación - Ministerio De Educación Nacional - FOMAG, las recibirá en la Calle 72 No. 10-03 

Bogotá procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co y/o t_jaacosta@fiduprevisora.com.co 
 

Del señor Juez, 
 

 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ. 

C.C. No. 52.203.675 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 252.440 del C. S. de la J. 

 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

 
 

 



 
 
 
                                                      

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

          N° 15550  

           

Señor(es): 

JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE MANIZALES 

E.   S.    D. 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado:                                                                     17001333900620210011300 
Convocante(s) y/o Demandante(s):                       ROCIO ROSERO HERNANDEZ - 24850964 
Convocado(s) y/o Demandado(s):                          LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o  

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad 
de apoderado de: 
 

1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, conforme al Poder General 
otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA,  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, a través de la Escritura 
Publica No. 522 del 28 de marzo de 2019, protocolizada en la Notaria Treinta y Cuatro en la Notaria del Circulo 
de Bogotá D.C., y aclarada mediante Escritura Publica 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada  en la 
Notaria Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

y/o 
2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General 
otorgado por su Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura 
Pública No. 1588 del 27 de Diciembre de 2018, Escritura Pública No. 1590 del 27 de Diciembre de 2018 aclarada 
mediante Escritura Pública No. 0045 del 25 de enero de 2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del 
Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado(a), JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ Identificado(a) 
civil y profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, la de conciliar, no 
obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios 
a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General 
del Proceso 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 
C.C. No. 52203675 BOGOTA 
T.P.  No 252440 del C.S. de la J. 
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